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DERECHO ADMINISTRATIVO Y RELACIONES 
DE JUSTICIA EN LA ADMINISTRACION DE 
LOS SACRAMENTOS 
TOMAS RINCON-PEREZ 
1. El Derecho sacramental como parte integrante del derecho 
administrativo canónico 
Si bien los sacramentos son el objeto de estudio de varias cien· 
cias sagradas, tales como la teología sacramentaria, la teología moral 
y el derecho litúrgico, resulta obvio por el propio título de esta po-
nencia que nuestro enfoque es estrictamente canónico. Pero con ello 
no se dice todo, porque, aun situados en la perspectiva canónica, son 
varios los enfoques posibles del derecho sacramental. En efecto, los 
sacramentos son materia abordable por los que teorizan sobre la fun-
damentación del derecho canónico pues con toda razón se afirma que 
el derecho de la Iglesia hunde sus raíces en los sacramentos. Además, 
es indiscutible que la sociedad eclesiástica aparece estructurada y orga-
nizada en torno a los sacramentos, de ahí que éstos se constituyan 
en objeto de estudio del derecho constitucional, dos de cuyos prin-
cipios básicos -el de igualdad de todos los fieles y el jerárquico-
se fundamentan respectivamente en el sacramento del bautismo y en 
el sacramento del orden, y ambos en el sacramento de la Eucaristía, 
factor fundamental de comunión y de interacción entre el sacerdocio 
común y el sacerdocio ministerial. 
Junto a estos enfoques posibles, los sacramentos son abordados 
asimismo por el Derecho administrativo por cuanto que son materia 
regulable por el derecho, bien sea el ius divinum o el meramente ecle-
siástico, a los efectos de conocer las exigencias de validez, licitud, y 
en su caso de fructuosidad, que postulan su confección, administra-
ción y recepción; sin olvidar, a la par, la dimensión de justicia entra-
IUS CANONICUM, XXVIII, n. 55, 1988, 59-84 
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ñada de modo particular en las relaciones que surgen entre ministros 
sagrados y fieles con motivo de la administración de los sacramentos. 
Este último aspecto es el que va a ocupar prevalentemente nues-
tra atención. Pretendemos con ello poner de relieve que los sacramen-
tos son el bien más preciado de la Iglesia, cuya administración es 
exigible en justicia por parte de los fieles que lo pidan legítimamente. 
Pero, como quiera que sobre esta dimensión garantística se asienta 
uno de los principios que informan y dan sentido y razón de ser al 
derecho administrativo canónico, parece conveniente que previamente 
fijemos nuestra atención en la posibilidad y el alcance verdadero de 
esta rama de la ciencia canónica cuya construcción sistemática se en-
cuentra aún en los primeros tanteos. 
No es usual que el derecho sacramental, tal y como viene regu-
lado en el libro IV del Código, aparezca en los estudios canónicos 
formando parte de una rama más amplia llamada derecho adminis-
trativo. Hasta ahora no resulta extraña esta actitud si tenemos en cuen-
ta la escasa propensión del canonista a abandonar el método exegé-
tico en el que fue formado. Sin embargo, tras la promulgación del 
nuevo Código y la irrupción en el mismo de elementos normativos 
valiosos para la construcción de una ciencia jurídico-administrativa, 
parece llegado el momento de levantar el vuelo e iniciar una etapa 
nueva en la que se haga presente, al menos en los centros universi-
tarios, el afán por construir un sistema canónico acorde con la pecu-
liaridad del ordenamiento de la Iglesia. Y todo ello motivado por el 
convencimiento de que una buena construcción sistemático-científica, 
además de contribuir en el presente y en el futuro al enriquecimiento 
del propio derecho, constituye el mejor aporte para una adecuada apli-
cación práctica. 
2. La distinción en ramas de la ciencia canónica 
Ser canonista, ha afirmado recientemente Javier Hervada 1, es ser 
jurista; es cultivar, por tanto, una ciencia jurídica, no teológica, lo 
cual comporta, entre otras cosas, la necesidad de arbitrar para su estu-
dio un método jurídico, e incorporar una sistematización científica 
basada en la distinción en ramas. A nada de esto se opone el hecho 
1. Personalidad científica de Pedro Lombardía, en «lus Canonicum», vol.. 
XXVI, n. 52, 1986, pp. 491496. En este mismo número de «lus Canonicum» 
(vol. XXVIII, n. 55, 1988, pp. 11-55) Javier Hervada desarrolla estas ideas, en 
el trabajo que titula Conversaciones propedeúticas sobre el Derecho canónico. 
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de que la ciencia canónica ha de tener como punto de referencia ine-
ludible el mysterium Ecclesiae, habiendo de tomar en consideración, 
por tanto, el saber teológico acerca de dicho misterio. 
Por lo que respecta al último punto, es obvio que el ordenamiento 
canónico es un cuerpo normativo, integrado por objetos materiales 
diversos. Pero, visto científicamente, ese ordenamiento aparece a la vez 
como una realidad pluriforme que puede y debe descomponerse en 
partes distintas, atendidos sus diversos objetos formales o sus dife-
rentes perspectivas formales de conceptualización. En cuanto que es 
ciencia jurídica, el objeto formal único de la ciencia canónica es lo 
justo o la dimensión de justicia inherente a las relaciones que se 
producen en la estructura y dinamismo del Pueblo de Dios. Pero 
de ese tronco común emergen, brotan ramas diversas cuya diferencia-
ción no se funda en el tratamiento de materias distintas sino en la 
perspectiva formal diversa desde la que son observadas y analizadas 
materias, conceptos, sujetos, relaciones, etc., aparentemente idénticas. 
Así, por ejemplo, la noción de fiel adquiere connotaciones diversas 
según se observe desde una perspectiva constitucional o desde el dere-
cho administrativo. Algo semejante ocurre con la categoría «derecho 
subjetivo» vista como derecho fundamental en sede de derecho cons-
titucional o como derecho público subjetivo si se estudia en el ámbito 
del derecho administrativo. El derecho a recibir los sacramentos se 
formaliza como fundamental en el c. 213; pero más adelante se activa 
y regula su ejercicio en el ámbito de las relaciones jurídico-adminis-
trativas que surgen entre los ministros sagrados y los fieles, configu-
rándose así como derechos públicos subjetivos (cc. 843, 912, 980, 986). 
Es conveniente advertir que, en la práctica, difícilmente serán respeta-
dos los derechos fundamentales, si no son exigibles los derechos pú-
blicos subjetivos. De todos modos, los derechos fundamentales tienen 
prevalencia sobre los derechos públicos subjetivos, lo cual comporta 
dos consecuencias importantes: a) que el régimen jurídico, universal 
o particular, que regule el ejercicio de un derecho público subjetivo 
debe adecuarse al derecho fundamental, de lo contrario sería un régi-
men injusto; b) en caso de duda prevalece el favor libertatis, hay que 
estar, en consecuencia, a favor del derecho fundamental que asista 
al fiel. 
3. Posibilidad y conveniencia del derecho administrativo canónico 
Como es sabido, el Código del 17 no recogió de forma explícita la 
tripartición de funciones legislativa, administrativa y judicial. Pero 
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ello no fue obstáculo para que a partir de la legislación piobenedic-
tina se abriera una viva polémica en torno a qué sea lo judicial y lo ad-
ministrativo en la Iglesia, cual sea el quid distintivo de una y otra 
función. 
Por otro lado, en 1967 se promulgó la Consto Regimini Ecclesiae 
Universae por la que se crea la Sectio Altera de la Signatura Apostó-
lica, encargada de juzgar sobre la legitimidad de los actos provenien-
tes de la potestad administrativa eclesiástica. Fue sin duda un nuevo 
hito en la historia del derecho administrativo. Esa nueva normativa, 
en efecto, activó un nuevo tipo de jurisprudencia, y dio lugar a una 
amplia literatura sobre tres pilares importantes del derecho adminis-
trativo: potestad administrativa, acto administrativo y justicia ad-
ministrativa. 
Todo ello, unido al desarrollo que va cobrando todo lo concer-
niente a los derechos de los fieles y a su condición de miembros acti-
vos de la Iglesia, repercutirá favorablemente en las tomas de postura 
de las diferentes comisiones para la reforma del Código. Buena prue-
ba de ello es el principio directivo 7.° en el que se establece la nece-
sidad de regular un procedimiento con el fin de tutelar los derechos 
subjetivos; principio que en su versión primitiva (no aparece así en 
el prefacio del Código) tenía la siguiente motivación: ut quaelibet ar-
bitrarietatis suspicio in administratione ecclesiastica poenitus eva-
nescat» 2. 
Todos estos factores determinan sin duda que el estudio de as-
pectos parciales del derecho administrativo cobre un gran auge. Inclu-
so no faltarán autores para quienes la renovación de los estudios canó-
nicos pasará en buena medida por la profundización en el derecho 
administrativo, habida cuenta de que en el sistema canónico el acto 
administrativo juega un papel tan importante que bien pudiera consi-
derarse al derecho administrativo como el derecho común de la Iglesia. 
Pese a todo lo dicho, en la etapa anterior a la promulgación del 
nuevo Código, no todas las posturas son favorables a la implantación 
de un derecho administrativo como rama autónoma fundada en prin-
cipios y técnicas peculiares. Preciso es, por ello, aludir a algunas de 
esas dificultades de orden histórico y doctrinal. 
La primera gran dificultad es de orden histórico, pero con impli-
caciones doctrinales. Y se puede formular del siguiente modo: hasta 
qué punto son aplicables a la Iglesia, a su ordenamiento, los presu-
puestos, principios y técnicas del derecho administrativo estatal. 
Sabido es que el derecho administrativo secular es una rama joven 
2. Communicationes, 2, 1969, pp. 82-83. 
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dentro del sistema jurídico. Suelen situarse sus orígenes en los siglos 
XVII y XVIII. Desde el punto de vista doctrinal, Locke en el siglo XVII 
y Montesquieu en el XVIII, propugnan la necesidad de separar los po-
deres legislativo, ejecutivo y judicial, y atribuir cada uno de ellos a 
órganos independientes y autónomos que se controlen y limiten entre 
sí, a fin de tutelar por ese sistema la libertad, y los derechos inheren-
tes a ella, del ciudadano frente a las decisiones injustas o arbitrarias 
del Poder público. 
Es también un dato conocido cómo la Revolución francesa sirve 
después de revulsivo a todas esas ideas. Razón por la cual es en este 
acontecimiento histórico, con toda su carga ideológica, donde acos-
tumbra a situarse el rumbo nuevo que habrán de tomar las relacio-
nes entre el poder público y los ciudadanos, asentadas sobre bases 
democráticas. 
Estos planteamientos políticos e ideológicos se traducen jurídica-
mente en lo que se ha dado en llamar «Estado de derecho», o confi-
guración de una forma de Estado en que se reconocen y tutelan los 
derechos públicos subjetivos de los ciudadanos mediante el someti-
miento de la Administración a la ley, arbitrando para ello sistemas de 
garantías jurídicas y medios de defensa, a la vez que se aplica a este 
ámbito el principio de legalidad o el sistema de jerarquía de normas 
como recurso técnico. 
Sobre bases de esta naturaleza, la doctrina jurídica elabora y 
construye la rama del derecho administrativo. A la vista de lo cual 
es lógico que el canonista se interrogue por la compatibilidad de este 
sistema con el Mysterium Ecclesiae, habida cuenta de que este misterio 
es el punto de referencia ineludible de la ciencia canónica 3. 
Es indudable que son inaplicables a la Iglesia -y por tanto a 
su derecho- tanto la estructura democrática como la teoría de la di-
visión y separación de poderes. Pero hoy la cuestión recibe un nuevo 
enfoque consistente fundamentalmente en desmitificar los dogmas 
de la revolución francesa en cuanto sustrato último del derecho admi-
nistrativo secular. De ahí que aquellas cuestiones doctrinales que re-
sultan inaplicables a la Iglesia, no entrañen per se un obstáculo insal-
vable para la implantación, en el ámbito canónico, de la rama de de-
recho administrativo Salvado, en efecto, ese dogmatismo inicial, te-
niendo siempre en cuenta, por otro lado, la naturaleza del misterio de 
la Iglesia, y aceptada sin ambages la naturaleza de verdadero derecho 
que corresponde al derecho canónico, no parece que haya especiales 
inconvenientes en reconocer y aplicar en el ámbito de la Iglesia aque-
3. Decr. Optatam Totius, o. 16. 
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Has instituciones del ámbito secular que supongan un auténtico avan-
ce técnico y un progreso verdadero para el logro de soluciones de jus-
ticia. En otras palabras, todo lo que, hechas las salvedades precisas, 
no se oponga al Mysterium Ecclesiae, y además resulte ser útil yefi-
caz para una mejor y más justa ordenación de la actividad pública 
eclesiástica, parece conveniente incorporarlo al derecho canónico por-
que también éste debe tener como norte la realización de la justicia 
en la vida jurídica del Pueblo de Dios. 
En ese supuesto se encuentra el derecho administrativo. Indepen-
dientemente de cualquier factor ideológico, es posible y deseable la 
existencia de esa rama del derecho, siempre que se verifique la exis-
tencia de una Organización pública encargada de la dirección, control, 
gestión y administración de los fines públicos encomendados a una 
determinada sociedad soberana. Desde esta perspectiva, los principios 
del estado de derecho -sometimiento a la ley, al derecho, de los pode-
res públicos y garantías jurídicas del administrado- pasan a ser 
técnicas jurídicas cuyo grado y modo de aplicarse dependerá de la 
peculiaridad de cada ordenamiento ,estando en todo caso al servicio 
de la eficacia y de la justicia en cuanto que éstas son las dos grandes 
coordenadas por las que es menester que pase toda actividad adminis-
trativa. 
Es cierto que en la Iglesia no es admisible constitucionalmente, 
como se dijo más arriba, el principio de la división de poderes tal y 
como es entendido en el ámbito secular, y menos aún es asumible el 
presupuesto de la soberanía popular del que parte. «No se puede olvi-
dar efectivamente que la potestad en la Iglesia es una e indivisible y 
reside en el Papa y en los obispos en comunión con él: esto hace que 
no pueda hablarse de una aplicación del principio de la división de 
poderes en el ordenamiento canónico. A la vez, sin embargo, hay que 
tener en cuenta que la división de funciones -no poderes- es un 
medio técnico de organización y de distribución de las distintas com-
petencias. Planteadas así las cosas, no hay ningún inconveniente en 
que el legislador supremo de la Iglesia considere oportuno adoptar 
un sistema de carácter instrumental que -sin responder a una exi-
gencia concreta y determinada del derecho divino, pero tampoco opo-
niéndose a él- se ha demostrado un medio técnico eficaz para el buen 
gobierno y para regular los conflictos que, por la misma falibilidad hu-
mana, pueden presentarse de hecho entre quienes ostentan el poder y 
los que están sometidos a él» 4. 
4. A. DEL PORTILW, Los Derechos de los fieles, en «Ius Canonicum», vol. XI, 
n. 21, 1971, p. 82. 
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Estas palabras, escritas doce años antes de la promulgación del 
Código, sin duda han sido refrendadas por éste. Una clara distinción 
de funciones como sistema técnico para una más adecuada defensa de 
los derechos de los fieles, fue, en efecto, uno de los diez principios di-
rectivos que habrían de orientar toda la labor de revisión del Código. 
En el prefacio del mismo aparece expresada esta necesidad en los si-
guientes términos: 
« .. . 6.°) En razón de la igualdad fundamental de todos los fieles, 
y de la diversidad de funciones y cargos que radica en el mismo orden 
jerárquico de la Iglesia, conviene que se definan adecuadamente y se 
protejan los derechos de las personas. Esto hará que los actos de la 
potestad aparezcan más claramente como un servicio, se dé una base 
más sólida al empleo del poder, y se eliminen los abusos. 7.°) Para 
que todo esto se concrete en la práctica, es necesario que se ponga es-
pecial cuidado en disponer un procedimiento destinado a tutelar los 
derechos subjetivos; por tanto, al renovar el derecho, atiéndase a lo 
que hasta ahora se echaba de menos en este sentido, a saber, los re-
cursos administrativos y la administración de justicia. Para conseguir-
lo es necesario que se delimiten claramente las distintas funciones de 
la potestad eclesiástica, o sea, la legislativa, la administrativa y la ju-
dicial, y que se determine bien qué funciones debe ejercer cada ór-
gano». 
Sería prolijo detenernos ahora a analizar el grado en que de hecho 
se han incorporado estos principios el nuevo Código. Baste decir, que 
son evidentes los progresos habidos en la formalización de los dere-
chos, así como en la delimitación de las distintas potestades (c. 135). 
Son, encambio, más tímidos los avances en los sistemas de protección 
y defensa de esos derechos reconocidos. 
En todo caso, los principios reseñados así como su incorporación 
al Código más o menos efectiva desde un punto de vista técnico, dejan, 
a su vez, sin consistencia viejas polémicas que suponían también un 
serio obstáculo para la implantación del derecho administrativo canó-
nico. Recuérdese, por ejemplo ,la polémica sobre la existencia o no 
en la Iglesia de los derechos subjetivos. Sin la existencia de éstos -sin 
su formalización canónica- sería inconcebible un derecho adminis· 
trativo, uno de cuyos objetivos últimos es la tutela y protección de los 
derechos de los fieles. Algo semejante sucedería si eclesiológicamente 
se partiera de una concepción meramente hierarcológica de Iglesia. En 
una perspectiva de esa índole, difícilmente cabrían en la Iglesia ver-
daderas relaciones jurídicas en las que los que ostentan el poder sean 
en ocasiones sujetos activos -titulares de derechos-, y en otras, su-
jetos pasivos, es decir, sometidos a deberes de justicia con los fieles. 
Tampoco cabría un derecho administrativo canónico, si de tal modo 
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se acentuara la naturaleza pastoral de la actividad eclesiástica que se 
excluyera de raíz el carácter conflictivo de las decisiones administra-
tivas y, por tanto, la posible colisión de derechos e intereses entre la 
Administración y los administrados o los fieles. Menos aun, en el caso 
de que esa hipotética falta de conflictividad viniera fundada en la infali-
bilidad e impecabilidad del gobernante eclesiástico. Así entendida la 
naturaleza del poder en la Iglesia, la actividad discrecional -de tanta 
relevancia en el ámbito administrativo-, quedaría siempre sometida al 
buen arbitrio de los administradores de los bienes públicos; buen ar-
bitrio que estaría garantizado por la rectitud moral del que manda. 
No habría lugar al abuso ni a la arbitrariedad. No tendría sentido, por 
tanto, la implantación de un derecho administrativo que buscara preci-
samente ser un instrumento técnico al servicio de la justicia, garanti-
zando el debido respeto a los derechos de los fieles y eliminando en el 
plano jurídico «cualquier sospecha de arbitrariedad en la administra-
ción eclesiástica»; una rama del derecho, en suma, que partiera, como 
de un presupuesto ineludible y constatable, de la falibilidad humana 
del gobernante eclesiástico. 
4. El derecho administrativo como rama autónoma 
Vistas la posibilidad, la conveniencia y hasta la necesidad de un 
derecho administrativo en la Iglesia, como instrumentación técnica 
para el buen gobierno, para la eficacia de la acción pastoral y para la 
tutela y protección de los derechos de los fieles, la ciencia canónica se 
encuentra ahora ante el reto de construir esa rama autónoma que tenga 
como denominador común a las demás ramas la búsqueda de un or-
den justo en las relaciones intraeclesiales, pero que aporte a la vez 
un numerador diverso enucleado en torno a principios y técnicas pecu-
liares y propias. 
Parece éste un momento propicio, toda vez que la nueva legisla-
ción proporciona elementos suficientes para esa construcción cien-
tífica.Entre ellos, una configuración más clara de la potestad adminis-
trativa y de las funciones que le están encomendadas; una definición 
más precisa de los actos administrativos, así como un real, aunque 
tímido reconocimiento de la justicia administrativa o de la existencia 
de tribunales de esa naturaleza (c. 1400 § 2), así como un efectivo 
reconocimiento de numerosos derechos públicos subjetivos del fiel 
en sus relaciones con el poder pastoral. 
Parece conveniente aclarar que no entra en nuestra concepción de 
derecho administrativo, ni el derecho de la organización eclesiástica, 
ni el de las relaciones interorgánicas que se producen en el interior de 
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la misma. Más bien, al hablar de derecho administrativo, nos estamos 
refiriendo a las relaciones entre la Administración y los fieles en su 
condición de súbditos, comprendiendo en tales relaciones no sólo la 
actividad jurídico-administrativa, sino también el amplio campo de los 
ministerios públicos, en especial la Palabra de Dios y los sacramentos 
cuya administración está encomendada a los ministros sagrados. Que-
remos decir, en otras palabras, que no forman parte del derecho ad-
ministrativo tan sólo los actos propiamente jurídicos, sino cualquier 
otro acto proveniente de la Administración, susceptible de considera-
ción jurídica por ser inherente a él la dimensión de justicia. Así, por 
ejemplo, la administración de un sacramento no es un acto jurídico-
administrativo, pero ello no impide que la actividad sacramental se 
constituya en parte integrante del derecho administrativo, atendida la 
dimensión de justicia inherente a la relación entre ministro y fiel cris-
tiano. 
Esto significa que, en una consideración global del derecho adminis-
trativo, constituyen su contenido numerosas normas desperdigadas 
por los diversos libros del Código, y de modo especial las que integran 
los libros III, IV Y V. 
En todo caso, los dos grandes principios que vertebran el sistema 
adminisctrativo son: 
a) El sometimiento de la Administración a la ley o, hablando con 
mayor rigor, al derecho natural, divino positivo y eclesiástico, según 
rezaba el siguiente principio directivo para la revisión del Código: 
«Verum tamen usus huius potestatis in Ecclesia arbitrarius es se non 
potest, idque iure naturali prohibente, atque iure divino positivo et 
ipso iure ecclesiastico» 5. 
Se trata, en suma, de aplicar al ámbito administrativo el principio 
de legalidad, tanto en la actividad reglada como en la discrecional. La 
discrecionalidad que, como se sabe, constituye un factor importante 
de la actividad administrativa, ha de diferenciarse claramente de la ar-
bitrariedad. Por eso, si bien por su propia naturaleza no es una activi-
dad reglada, tampoco se escapa de modo absoluto al imperio del prin-
cipio de legalidad; está sometida, al menos, al bloque de la legalidad, 
a los principios generales del derecho y a los derechos fundamentales 
del fiel que en su constitucionalidad prevalecen sobre el arbitrio de 
la autoridad pública. 
En el ámbito normativo, la determinación técnica del principio 
de legalidad se denomina jerarquía de normas. Aquél y ésta tienen 
5. Communicationes, 2, 1969, pp. 82-83. 
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como objetivo inmediato el orden y la seguridad jurídica, pero me-
diatamente son instrumentos técnicos, recursos formales, al servicio 
de la justicia material y, a la postre, de los derechos de los fieles y de 
su tutela 6. 
b) La tutela y protección de los derechos de los fieles, instrumen-
tando las técnicas que sean precisas para el logro de ese objetivo, ta-
les como la correcta formalización de la actividad administrativa y el 
control, incluido el judicial, de dicha administración. 
No conviene olvidar que en la reciente doctrina conciliar, la Igle-
sia proclama sin ambages los derechos del hombre «y reconoce y 
estima en mucho el dinamismo de la época actual que está promovien-
do por todas partes tales derechos» 7. Y más adelante añade la misma 
Constitución conciliar: «Para que la cooperación ciudadana responsa-
ble pueda lograr resultados felices en el curso diario de la vida pú-
blica es necesario un orden jurídico positivo que establezca una ade-
cuada división de las funciones institucionales de la autoridad polí-
tica, así como también una protección eficaz e independiente de los 
derechos» 8. . 
Teniendo a la vista esta doctrina conciliar, así como el magiste-
rio pontificio sobre la misma materia, Pedro Lombardía denunciaba 
hace bastantes años la contradicción que podría darse entre la procla-
mación de esa doctrina y la realidad intraeclesiál. «Si la Iglesia, escri-
bíael ilustre canonista, es una sociedad jurídicamente organizada, debe 
refrendar su doctrina sobre este tipo de cuestiones con un vigoroso tes-
timonio. Las soluciones técnicas no pueden ser las mismas~ .. Pero el 
inevitable mutatis mutandis no justificaría nunca la contradicción en 
que incurren hoy no pocos gobernantes eclesiásticos cuando hablan 
con gran calor del sentido cristiano de la tutela de los derechos hu-
manos al enjuiciar -como no puede menos de hacer la Iglesia- el 
orden temporal, y, al mismo tiempo, escamotean mediante bellos dis-
cursos acerca de la primacía de lo pastoral sobre lo jurídico en el ám-
bito eclesial, el grave problema de la tutela de los derechos de los 
fieles frente a posibles abusos en el ejercicio del poder pastoral, o se 
evaden del cumplimiento de los importantes deberes que les compe-
6. Todo ello habrá de hacerse sin formalismos esterilizantes, que en la acti-
vidad pastoral de la Iglesia serían aun más graves que en la actividad secular. 
Pero no hay que olvidar, a este respecto, que si el formalismo entraña «la 
descomposición de la forma», ésta bien entendida es «la superación del caos,) 
(Cfr. L. LÓPEZ RODÓ, Directrices de la ley de procedimiento administrativo, en 
"Documentación Administrativa», 8-9, 1958, p. 9). 
7. Consto Gaudium et Spe.s, 41. 
8. Consto Gaudium et Spes, 75. 
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ten, relativos a la promoción de la justicia, el orden y la paz en la 
vida comunitaria de la Iglesia» 9. 
5. Las relaciones de justicia en la actividad sacramental 
«El derecho canónico fue visto durante muchos siglos como dis-
ciplina, esto es, como instrumento en mano de los Sagrados Pastores 
para conseguir un orden en . la Iglesia. Era, podemos decir, ley de 
autoridad y cauce de obediencia. Esta visión del derecho canónico es 
parcialmente verdadera, en el sentido de que efectivamente toda le-
gislación tiene en parte esa naturaleza.El problema reside en dar ca-
rác.ter absoluto a tal modo de entender el derecho. Buena es la disci-
plina, pero el derecho no puede ser sólo disciplina. ¿Qué es lo que 
quedaba oculto y sin cauces en la concepción del derecho como disci-
plina y ley de la autoridad? Los derechos de los fieles y sus á~bitos 
de libertad. Libertad y derechos cuyo respeto responde al· derecho di-
vino, esto es, a la voluntad fundacional de Cristo. (. .. ) Si es verdad 
que el derecho canónico es derecho de disciplina, también exige ser 
un derecho de libertad, una verdadera legislatio libertatis, que armo-
nice autoridad y carismas, libertad y autoridad, derechos de los fieles 
y ejercicio de la jurisdicción,» l0. . 
Hemos traído aquí esta hlrga cita de unas palabras pronunciadas 
por Javier Hervada para resaltar la persónalidad científica de Pedro 
Lombardía, porque estimamos que en ellas. se resumen conveniente-
mente los propósitos que anirnan las páginas siguientes. Al convertir 
el derecho sacramental en una parte del derecho administrativo no se 
busca un mero cambio metodológico como un fin en sí mismo, sino 
el deseo de subrayar la función garantística que está llamado a cum-
plir el régimen que regula la confección y administración de los sacra-
mentos. Es, ciertamente, un derecho de disciplina, pero es a la vez un 
derecho de libertad en el sentido de que también aparece regulado 
el ejercicio de los derechos de los fieles, en armonía. c.on el ejercicio 
de la potestad de los Pastores o · de la función administrativa de los 
ministros sagrados. 
Los sacramentos son signos visibles por medio de los cuales se 
significa y se realiza la santificación de los hombres; son cauces ma-
teriales, visibles, a través de . los cuales se canalizan y llegan hasta 
9. P. LOMBARDÍA, Principios y técnicas del nuevo derecho canónico, en «Ius 
Canonicum», vol. XI, n. 21, 1971, p. 27. . 
10. J. HERVADA, Personalidad científica de Pedro Lombardía, en «Ius Cano-
nicum», vol. XXVI, n. 52, 1986, p. 493. 
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cada hombre, que no opone óbice alguno, los frutos de la redención, 
y desde cada hombre, a la creación entera. Estos signos visibles y 
eficaces de gracia fueron instituidos por Cristo y son siempre acciones 
del mismo Cristo, pero son también acciones de la Iglesia, por cuanto 
que a ella fueron encomendados y es ella la que en su fase terrena 
realiza instrumentalmente esos signos sensibles portadores de gracia, 
y los distribuye a los hombres. 
A la luz de esta breve descripción de lo que son los sacramentos, 
se comprende fácilmente que un cometido importante del Derecho 
sacramental consiste en establecer las normas más convenientes en 
orden a una válida y lícita confección y administración de los sacra-
mentos, por parte de los ministros sagrados, y a una válida, lícita y 
fructuosa recepción de los mismos por parte de los fieles. De este 
modo, la disciplina sacramental toma como punto de mira la relación 
de ministros y fieles con los propios sacramentos. 
Pero no es ésta la única relación posible; la actividad sacramen-
tal comporta, a su vez, relaciones de justicia entre el orden ministe-
rial y los fieles, portadoras de deberes y derechos. Por ello, es tam-
bién un cometido importante de la disciplina sacramental el ordenar 
según justicia la administración de los sacramentos a fin de satisfa-
cer convenientemente los derechos de los fieles a recibirlos. Este es 
además un presupuesto previo a toda acción pastoral rectamente en-
tendida; lo cual significa que toda acción litúrgico-pastoral estaría vi-
ciada en su raíz, si, al no tomarlo en cuenta, ocasionara un grave que-
branto a los derechos del hombre o a los derechos del fiel. No hay 
que olvidar que Cristo instituyó los sacramentos y se los entregó a 
su Iglesia, y que en el seno de esta Iglesia existe un orden jerárquico 
cuyo deber más radical es de índole ministerial, es decir, tiene por 
objeto servir a los hombres la palabra de Dios y los sacramentos. Pero 
este deber no debe contemplarse únicamente como una obligación 
propia de la misión y oficio del ministro, sino como un deber corre-
lativo a unos derechos de los fieles. Las normas que conforman el 
derecho sacramental no son solamente normas jurídico-administrati-
vas que regulan conductas, sino a la vez son normas que pretenden 
garantizar el ejercicio de verdaderos derechos. 
6. Reconocimiento canónico del derecho a recibir los sacramento::. 
6.1. Planteamiento habitual de la doctrina 
El derecho del hombre a recibir el bautismo, y el del fiel a reci-
bir los demás sacramentos, existen independientemente de que estén 
o no declarados o reconocidos expresamente en el ordenamiento ca-
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nónico. El primero, por estar radicado en la condición de persona 
humana llamada a la salvación, y potencialmente ordenada, por tanto, 
a ser miembro del Cuerpo de Cristo que es la Iglesia; el segundo, por 
fundarse en la dignidad bautismal. 
Con todo, para hacer más efectiva su protección, la Iglesia lo 
recoge expresamente en su ordenamiento. Ya en el c. 682 del CIC 17, 
se establecía que «los laicos tienen derecho a recibir del clero, con-
forme a la disciplina eclesiástica, los bienes espirituales y especial-
mente los auxilios necesarios para la salvación». Pero ha sido el Con-
cilio Vaticano 11 el que, de forma más explícita, y de conformidad 
con el principio de igualdad proclamado por el propio concilio, esta-
blece que «los laicos, como todos los fieles, tienen derecho a recibir 
abundantemente de los Pastores sagrados, de entre los bienes espi-
rituales de la Iglesia, de manera principal la ayuda de la palabra de 
Dios y de los sacramentos» 11. Este derecho está reconocido formal-
mente en el c. 213. En su tenor literal no aparece el término abun-
dantemente, pero . ello no debe conducir a una interpretación minima-
lista del mismo. Primero porque ha de interpretarse a la luz del 
Concilio y, en todo caso, en conformidad con lo establecido en el 
c. 210 sobre la llamada a la santidad 12. 
Tomando como base este derecho fundamental del fiel, y de acuer-
do con la competencia de la autoridad eclesiástica para moderar, en 
atención al bien común, el ejercicio de esos derechos (c. 223 § 2), 
el c. 843 regula su ejercicio al establecer el deber correlativo de los 
ministros sagrados y al señalar los límites canónicos que el ejercicio 
de este derecho comporta. En efecto, «los ministros sagrados no pue-
den denegar los sacramentos a quienes los pidan oportunamente, es-
tén bien dispuestos y el derecho no les prohiba recibirlos». Son tres, 
por tanto, las condiciones que limitan de modo general el ejercicio 
del derecho a recibir los sacramentos: la oportunidad en la petición, 
la disposición debida del sujeto y la legitimidad. Pero adviértase que 
alguno de estos límites no proviene sólo del derecho positivo sino 
que se funda en el propio derecho divino, hasta el punto de que, más 
que un límite al ejercicio de un derecho, cabría considerarlo como 
una condición sine qua non para que exista en acto ese derecho. Así, 
la exigencia «estar bien dispuesto» no depende sólo de las disposi-
ciones positivas que se establezcan al respecto, sino de la naturaleza 
misma del sacramento de que se trate. Por ejemplo, la falta de un 
11. Consto Lumen gentium, 37. 
12. Cfr. J. HERVADA, Elementos de derecho Constitucional canónico, Eunsa, 
Pamplona 1987, p. 120. 
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serio propósito de enmienda puede determinar la negación de la abso-
lución por parte del confesor. Pero esta negación no significa nega-
ción del derecho a recibir el sacramento, sino constatación de que es 
el propio penitente el que se niega a realizar el signo sacramental en 
la parte que le corresponde. El hallarse en pecado grave, si fuera de-
mostrable, sería motivo suficiente asimismo para que el ministro ne-
gara la comunión. En cuyo caso tampoco se trataría de la denegación 
de un derecho, sino de la constatación de que esa situación de pecado 
grave es incompatible con el sacramento de la Eucaristía. Pero a este 
respecto conviene señalar que la situación de pecado grave es inde-
mostrable porque de internis neque Ecclesia. De ahí que el legislador 
eclesiástico apele a la responsabilidad del fiel imponiéndole el deber 
moral de acudir antes a la confesión sacramental (c. 916); o, por el 
principio de la presunción, declare ilegítima la comunión sacramental 
a quienes persistan obstinadamente en un manifiesto pecado grave 
al igual , que prohibe la admisión a la sagrada comunión · a los exco-
mulgados (c. 915). De ello nos ocupamos más adelante. 
Un supuesto más complejo de limitación del derecho a los sa-
cramentos es el de los hermanos separados, que, siendo fieles bauti-
zados, no se encuentran en plena comunión con la . Iglesia católica. 
Esta situación de separados comporta cuando menos la suspensión de 
los derechos y deberes específicamente eclesiales; entre ellos, de modo 
particular el derecho a recibir los sacramentos. Por eso se les pro-
hibe por principio el acceso a esos sacramentos en la Iglesia cató-
lica, salvo que especiales circunstancias y autorizaciones de la auto~ 
ridad competente lo legitimen. Tanto la prohibición como la posible 
autorización operan con el principio de presunción. A partir del dato 
dogmático según el cual los sacramentos -y de modo especial la 
Eucaristía- significan y construyen la unidad de la Iglesia, la pro-
hibición de recibir los sacramentos, en el supuesto contemplado, se 
funda en la presunción de incompatibilidad existente entre ese dato 
dogmático y la situación objetiva de los hermanos separados. Pero 
la legitimación posible, en circunstancias concretas (c. 844), es fruto 
también de la presunción inversa, a favor de la cual juega la con-
dición necesaria de manifestar la fe católica respecto a los sacra-
mentos, y no una fe semejante sino idéntica a la que se profesa en 
la Iglesia católica 13. 
De todo esto se deduce que las actividades normativas que desa-
13. T. RINCÓN-PÉREz, Comunicación en la Eucaristía y Derecho Particular, 
en «Ius Canonicum», vol. XXIV, n. 48, 1984, pp. 675~709. ID., Plenitud de fe cató-
lica y comunicación en la Eucaristía, en «Le nouveau Code de Droit canonique». 
Actes Ve Congres Intern. Droit Can. Ottawa 1986, pp. 423440. 
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rrollan y limitan el ejercicio del derecho a recibir los sacramentos se 
fundan de ordinario en el propio derecho divino, y tienen por objeto 
no tanto restringir cuanto garantizar una mejor y más ordenada sa-
tisfacción de esos derechos. 
6.2. Los sacramentos como derecho 
Hasta aquí, la perspectiva en que se ha abordado el tema de los 
derechos del fiel a recibir los sacramentos, es la habitual en la más 
reciente ciencia canónica. Se trata de un derecho fundamental radica-
do en el bautismo, y de un derecho público subjetivo -en cuanto 
facultas exigendi- reconocido y regulado por el ordenamiento ca-
nónico. 
Pero, junto a este planteamiento, no está de más hacer mención 
de otro por el que se llega a conclusiones similares. Según este otro 
planteamiento, no se trata de ver si los fieles tienen el derecho sub-
jetivo ante la organización eclesiástica a recibir los sacramentos, sino 
de descubrir si los sacramentos son en sí mismos res iustae~ un bien 
debido en justicia por virtud de un título, de modo que sea justo 
concederlos e injusto denegarlos a quien esté rite dispositus. 
Este nuevo planteamiento ha sido propuesto recientemente por 
J. Hervada en un trabajo tendente a descubrir las raÍCes sacramenta-
les del derecho canónico 14. Para ello, el autor parte de un sentido 
realista y objetivo del término derecho y lo proyecta sobre los sacra-
mentos. En efecto, el derecho equivale a cosa justa. Pero para que 
una cosa sea justa, es decir, constituya un derecho, es preciso que sea 
debida en virtud de un título. Por ello, el derecho es lo opuesto a 
don gratuito, a lo que se llama gracia. Además, para que exista el 
derecho y la justicia es condición necesaria que las cosas puedan divi-
dirse y repartirse entre distintos sujetos. 
Siendo esto así, ¿cómo entender que en la Iglesia haya derecho, 
supuesto que la economía de la salvación es ley de gracia, y esta 
gracia que es Dios mismo es indivisible? La respuesta a este interro-
gante viene dada, según la tesis que comentamos, por la existencia 
de los sacramentos. Estos son signos sensibles, cauces materiales por 
los que se canaliza la gracia, y bienes que pueden ser repartidos y 
administrados por manos humanas, siempre que se realce su eficacia 
ex opere operato, es decir, fundada en los méritos de Cristo, y no en 
los méritos del ministro ni del sujeto. 
14. Cfr. J. HERVADA, Las raíces sacramentales del Derecho canónico, en "Sa-
cramentalidad de la Iglesia y Sacramentos», IV Simposio Internacional de Teo-
logía, Eunsa, Pamplona 1983, pp. 359-383. 
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Así entendidos, los sacramentos -y por su medio la gracia- son 
ciertamente bienes administrables. Pero ¿son derecho del fiel; son de-
bidos en justicia? La respuesta afirmativa, según Hervada, depende 
de dos cosas: a) que los sacramentos estén ya atribuidos por voluntad 
de Cristo a los fieles: b) que esta atribución suponga que el ministro 
ha sido constituido pro hominibus, pro fidelibus, es decir, como de-
positario y dispensador de esos misterios divinos. Dos supuestos, como 
se ve, en los que se asienta la economía sacramental. Por ello se 
puede concluir que los sacramentos son derechos de los fieles rite 
dispositi, pero bien entendido que no son derecho ante Dios, sino ante 
el ministro. Ante Dios son don, gracia, misericordia. Es sólo ante la 
Iglesia a la que se le ha confiado su administración, donde aparece 
la dimensión de justicia. 
6.3. Peculiaridades de algunos sacramentos 
Lo dicho hasta aquí es válido para los sacramentos de la Peni-
tencia, Eucaristía, Confirmación y Unción de los enfermos. Los res-
tantes sacramentos -Bautismo, Matrimonio y Orden sagrado- tie-
nen al respecto peculiaridades específicas que han de ser puestas de 
relieve. Dada su relevancia en la vida cotidiana del cristiano, también 
merecen un tratamiento aparte los Sacramentos de la Penitencia y de 
la Eucaristía, razón por la cual el legislador pone un especial acento 
en los derechos de los fieles respecto a estos sacramentos. 
El bautismo tiene como peculiar no ser un derecho del fiel sino 
de toda persona humana, puesto que todos los hombres han sido lla-
mados a la salvación; son miembros en potencia del Cuerpo de Cristo 
que es la Iglesia. Tienen, por ello, derecho a que se les predique la 
palabra de Dios y se les administre el bautismo si lo piden rite dispo-
sitio Este derecho de todo hombre adquiere un peculiar realce cuando 
se trata de los catecúmenos, a tenor de los cC. 206 y 788. 
El matrimonio se rige también por principios distintos. El dere-
cho a contraer matrimonio es, primero, un derecho radicado en la 
naturaleza humana; pero, cuando los contrayentes son bautizados, el 
derecho a contraer se convierte en un derecho fundamental radicado 
en la condición de fiel. Habida cuenta de la inseparabilidad entre ma-
trimonio, realidad natural, y matrimonio-sacramento, el derecho na-
tural a contraer -el ius connubii- queda subsumido en el derecho 
fundamental a contraer aquel tipo de matrimonio que se corresponda 
con la condición de bautizado; y este tipo de matrimonio no es otro 
que el sacramental. Por ello es injusto coartar indebida o arbitraria-
mente ese derecho fundamental a contraer el matrimonio-sacramento 
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con el pretexto de que se deja incólume el ius connubii, puesto que 
negando aquél se impide así mismo el ejercicio de éste 15. 
Respecto al sacramento del orden, finalmente, no cabe hablar de 
un derecho. La recepción de este sacramento presupone una vocación 
divina y un llamamiento jerárquico. Las personas así elegidas, lo son 
de forma graciosa, sin que les asista ningún derecho. Esta es la razón 
por la que la no ordenación de mujeres no entraña ninguna discri-
minación injusta respecto al varón: ni el varón ni la mujer tienen 
derecho a la Sagrada Ordenación. Pero, si el juicio último sobre la 
idoneidad del candidato y la llamada definitiva a las órdenes corres-
ponde en exclusiva a la autoridad competente de la Iglesia, sin límite 
canónico alguno, ello no significa que no existan límites morales, 
tanto a la hora de conceder como a la hora de denegar el acceso a 
las sagradas órdenes. 
7. Derecho de todo bautizado a recibir la Eucaristía 
7.1. Principio general 
Hubieran bastado las disposiciones generales ya comentadas (ce. 
213 y 843) para argumentar a favor del derecho del fiel a recibir la 
Eucaristía. Pero el legislador ha querido subrayar de modo expreso 
este derecho. No en balde el Pan eucarístico, Cristo mismo, es el bien 
más preciado de la Iglesia, .que no puede negarse por principio, pero 
tampoco puede menoscabarse. De ahí que todo bautizado puede y 
debe ser admitido a la sagrada comunión, pero siempre que el dere-
.cho o el juicio de su propia conciencia no se lo prohiba (c. 912). La 
unión profunda entre Sacrificio y banquete hace muy recomendable 
que los fieles reciban la sagrada comunión dentro de la celebración 
eucarística. Pero el derecho se extiende también a recibirla fuera de 
la misa cuando se pide con causa justa (c. 918). 
7.2. Límites establecidos por el derecho 
El derecho prohibe el acceso a la Sagrada comunión, en primer 
lugar, a todos aquellos bautizados que no se hallan en plena comunión 
15. Cfr. T. RINc6N-PWZ, El derecho a contraer matrimonio de los católicos 
.no creyentes, en «Actas del IV Congr. Intern. de Der. Can., Friburgo (Suiza) 1981, 
pp. 1.129-1.142. ID., El requisito de la fe personal para la conclusión del pacto 
.conyugal entre bautizados según la Exh. Apost. Familiaris Consortio, en «lus 
oCanonicum», vol. XXIII, n. 45, 1983, pp. 201-236. 
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con la Iglesia Católica. La separación de la plena comunión comporta 
una suspensión de los derechos y deberes específicamente eclesiales. 
La Iglesia, no obstante, puede autorizar el acceso a la comunión a 
hermanos separados cuando se verifican las circunstancias previstas 
en el c. 844 16• 
El derecho prohibe, asimismo, el acceso a la sagrada comunión 
a los excomulgados, a los que están en entredicho y a aquellos que 
obstinadamente persisten en un manifiesto pecado grave Cc. 915). 
Dos tipos de fieles contempla esta norma: a) los fieles que, tras 
la comisión de un delito, han incurrido en las penas de excomunión 
o entredicho que son las únicas que privan del derecho a la recep-
ción de los sacramentos. Si tales penas fueran latae sententiae, se ne-
cesitaría además · que estuvieran declaradas para que se pudiera de-
negar la comunión. Téngase en cuenta, de otro lado, que esas penas 
quedan en suspenso cuando el reo se hallare en peligro de muerte; 
por lo que en tal circunstancia el fiel recupera el derecho a recibir 
la Eucaristía (c. n5~ § 1). 
b) Los otros fieles a quienes se prohibe recibir la comunión son 
aquellos que, aun no estando afectados por Una pena canónica, per-
sisten obstinadamente en un manifiesto pecado grave. Nótese que el 
destinatario directo de esta norma prohibitiva no es el fiel, sino el mi-
nistro de la comunión o el responsable de la celebración eucarística: 
«no deben ser admitidos», dice expresamente ele. 915. Pero el minis-
tro. sólo puede juzgar en el fuero externo; razón por la cual se ha 
modificado el tenor literal de la disciplina antigua que decía así: el 
ministro debe negar también la comunión «a los pecadores ocultos, 
si lo piden ocultamente y sabe que no se han enmendado». 
Actualmente, puede y debe negarse la comunión tan sólo a los que 
persisten obstinadamente en un manifiesto pecado grave. La norma 
pone el · acento no tanto en el pecado grave -aunque éste sea el fun-
damento último de la prohibición- cuanto en el hecho de que sea 
persistente y manifiesto. 
Dos ejemplos claros de situación irregular son los casados civil-
mente, estando obligados a la forma canónica, y los divorciados que 
se casan de nuevo civilmente. Respecto a los primeros, es cierto que 
su situación no puede equipararse sin más a la de los que conviven 
sin vínculo alguno. Con todo, tampoco esa situación es aceptable 
para la Iglesia. De ahí que, «aun tratándoles con gran caridad e inte-
resándoles en la vida de las respectivas comunidades, los pastores 
16. Vid. bibliografía de la nota 13. 
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de la Iglesia no podrán admitirles al uso de los sacramentos». De igual 
modo, «La Iglesia, fundándose en la Sagrada Escritura, reafirma SU 
praxis de no admitir a la comunión eucarística a los divorciados que 
se casan otra vez. Son ellos los que no pueden ser admitidos, dado 
que su estado y situación de vida contradicen objetivamente la unión 
de amor entre Cristo y la Iglesia, significada y actualizada en la Euca-
ristía. Hay además ótro motivo pastoral: si se admitieran esas per-
sonas a la Eucaristía, los fieles serían inducidos a · error y confusión 
acerca de la doctrina de la Iglesia sobre la indisolubilidad del matri-
monio» 17. 
La negación de la comunión no impide la participación en la ce-
lebración · eucarística. Por eso, la Iglesia exhorta a esos fieles a escu-
char la palabra de Dios y a frecuentar el sacrificio de la misa. 
Según una reciente Declaración de la S.C. para la Doctrina de la 
fe (26-XI-1983), el hecho de que en el nuevo Código no se haga expresa 
mención de las Asociaciones masónicas no significa que la Iglesia 
haya cambiado su criterio y la disciplina sobre las mismas: la ads-
cripción a esas asociaciones sigue estando prohibida; y, en consecuen-
cia, los fieles inscritos en ellas se encuentran en pecado grave y no 
pueden acceder a la Sagrada comunión. 
La edad y la preparación debidas son también límites canónicos 
del derecho del bautizado a recibir la Eucaristía que merecen un tra-
tamiento aparte. 
En situación normal, son dos las condiciones exigidas para que 
pueda administrarse la Santísima Eucaristía a los niños: a) uso de 
razón o conocimiento suficiente; b) preparación cuidadosa de manera 
que entiendan el misterio de Cristo en la medida de su capacidad y 
puedan recibir el Cuerpo del Señor con fe y devoción. Supuesto que 
el niño debe confesarse antes, esa preparación implica a la vez la for-
mación de la conciencia moral del niño. 
En peligro de muerte, bastará que el niño sea capaz de distinguir 
el Cuerpo de Cristo del alimento común y de recibir la comunión con 
reverencia (c. 913). 
Una vez llegados al uso de razón, la obligación de procurar que 
se preparen convenientemente y se nutran cuanto antes con el ali-
mento divino recae sobre los padres y el párroco. A éste corresponde 
también vigilar para que no reciban la comunión los niños que no 
han llegado al uso de la razón o a los que no juzgue suficientemente 
dispuestos. 
Conviene poner de relieve que la primera comunión debe estar 
17. Exh. Apost. Familiaris Consortio, 82-83. 
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precedida de la confesión sacramental. Una declaración conjunta de 
las SS.CC. de Sacramentos y de Clérigos, de 24-V-1973, puso fin a 
ciertos experimentos en el sentido contrario, retornándose a la disci-
plina establecida por S. Pío X en el Decreto Quam Singulari de 8-VIII-
1910, según la cual la costumbre de no admitir a la confesión a los 
niños con uso de razón era absolutamente reprobable. Por todo ello, 
ha resultado esclarecedor que en la última redacción del c. 914 se 
haya introducido el inciso «previa confesión sacramental». 
7.2. La conciencia de pecado grave y la obligación de confesarse 
Quien tenga conciencia de hallarse en pecado grave no debe ce-
lebrar la misa ni comulgar el Cuerpo del Señor sin acudir antes a 
la confesión sacramental, a no ser que concurra un motivo grave y 
no haya oportunidad de confesarse; y en este caso está obligado a 
hacer un acto de contrición perfecta, que incluye el propósito de con-
fesarse cuanto antes (c. 916). 
Sigue por tanto vigente y lo estará siempre en la Iglesia la norma 
inculcada por S. Pablo (1 Coro 11, 28) y por el mismo Concilio de 
Trento, en virtud de la cual antes de la comunión debe preceder la 
confesión de los pecados, cuando uno es consciente de pecado mor-
tal 18. Se trata, en suma, de un precepto asentado sobre la sólida base 
dogmática de las palabras de ICor. 11.27-29, interpretadas por la 
Tradición viva de la Iglesia. 
Esta exigencia de la gracia y la consiguiente obligación de confe-
sarse si se tiene conciencia de pecado grave, aunque estén reconocidas 
canónicamente como otras muchas obligaciones, no traspasan sin em-
bargo el ámbito moral. Es cierto que inciden en el ejercicio de los 
derechos del cristiano, pero tan sólo en la esfera de la propia con-
ciencia. Por eso, no parece acertado hablar de la relevancia jurídica 
de la gracia, ni, como consecuencia de ello, propugnar la necesidad 
de añadir a los criterios establecidos en el C. 205 un cuarto criterio 
de pertenencia a la plena comunión eclesiástica. 
8. La administración según justicia del Sacramento de la Penitencia 
8.1. El derecho del fiel a recibir el sacramento del perdón 
Es penitente aquel fiel que de hecho accede al sacramento dis-
18. Cfr. JUAN PABLO n, Discurso a los Penitenciarios, 30-1-1981; Exh. Apast. 
Reconciliatio et Poenitentia, n. 27 (2-XII-1984). 
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puesto a recibir la absolución tomando parte activa en la realización 
del signo sacramental. 
Es penitente potencial todo bautizado capaz de realizar el signo 
sacramental. 
Tomando pie de esa doble acepción, cabe decir que el penitente 
rectamente dispuesto tiene derecho a ser absuelto, si bien el juicio so-
bre si existen esas disposiciones esenciales corresponde emitirlo al 
ministro. De otro lado, todo fiel tiene derecho a ser penitente, es decir, 
a ser oído en confesión y a recibir el perdón de sus pecados por el 
único medio ordinario que es el sacramento de la penitencia. 
Aparte de los límites que impone la llamada Communicatio in 
sacramentis (c. 844), el fiel tiene delimitado el ejercicio de este derecho, 
cuando está incurso en una censura (c. 1331-1332), pero es tan sólo 
una prohibición condicionada a que previamente sea absuelto de la 
misma. 
Es cierto que el don de la salvación y del perdón, ofrecido en el 
sacramento, es una acción graciosa de la misericordia divina; conse-
cuentemente, el derecho del fiel no se sitúa en ese nivel, no es conce-
bible como una exigencia de la gracia sobrenatural del sacramento, 
habida cuenta de que no puede exigirse en justicia algo que se ofrece 
como un don gratuito. Pero Cristo entregó ese don salvífico a la Igle-
sia, convirtiéndola en dispensadora del mismo por medio de sus 
ministros. 
y es así entendido, en cuanto instancia ante los ministros y en 
general ante los pastores de la Iglesia, como surge el derecho del fiel 
a recibir sacramentalmente el perdón de los pecados cometidos des-
pués del bautismo. 
Al ser el sacramento de la penitencia el único medio instituido 
por Cristo para perdonar los pecados mortales cometidos después 
del bautismo, el alcance del derecho aquí contemplado se mide en 
primer lugar por la necesidad que el alma tenga de reconciliarse con 
Dios y con la Iglesia. Pero el sacramento confiere, además, una gra-
cia específica que ayuda al cristiano a perseverar en la gracia. De ahí 
que le asista también el derecho a recibir abundantemente esa gracia, 
aun cuando no tuviere conciencia de pecado mortal. 
Ha sido sin duda la práctica abusiva de las absoluciones colecti-
vas la que ha dado ocasión al reciente magisterio del Papa Juan Pa-
blo JI para recordar esta dimensión de justicia inherente a la admi-
nistración del sacramento de la penitencia. Así lo reconocía el propio 
Pontífice en una catequesis del año jubilar de la Redención, tras re-
cordar su magisterio anterior: «muy frecuentemente he insistido no 
sólo sobre el deber de la absolución personal, sino también sobre el 
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derecho que tiene cada uno de los pecadores a ser acogido y llegar a 
él en su originalidad insustituible e irrepetible» (Audiencia, 28-111-
1984). De forma inequívoca lo ha expresado también últimamente en 
el Exh Apost. Reconciliatio et Paenitentia, 33: «A los pastores queda 
la obligación de facilitar a los fieles la práctica de la confesión íntegra 
e individual de los pecados, lo cual constituye para ellos no sólo un 
deber, sino también un derecho inviolable e inalienable, además de 
una necesidad del alma». 
Una manifestación canónica de reconocimiento y respeto a este 
derecho es la máxima libertad que la ley otorga al fiel para elegir al 
confesor que prefiera, aunque sea de otro rito católico, con tal de 
que esté legítimamente aprobado, es decir que tenga facultad para 
confesar y pueda hacerlo lícitamente (c. 991). Este derecho fundamen-
tal de libertad de elección reconocido a todos los fieles, está especial-
mente regulado por lo que respecta a los seminaristas (c. 240 § 1) y 
a los religiosos (c. 630). 
8.2. Deberes correlativos de los Confesores y Pastores de la 
Iglesia 
Correlativos a esos derechos del fiel son los deberes de los mi-
nistros sagrados de hacer posible y fácil su ejercicio, esto es, la sa-
tasfacción de esa necesidad del alma. Este es el verdadero alcance del 
término «diaconía» con que el C. Vaticano 11 calificó el ministerio 
de los Pastores 19. 
El deber de justicia de administrar el sacramento del perdón tie-
ne un primer reflejo dentro de la propia relación sacramental, como 
atestigua el c. 980: «No debe negarse ni retrasarse la absolución si 
el confesor no duda de la buena disposición del penitente y éste pide 
ser absuelto». 
Realmente, en esta norma están reconocidos implícitamente dos 
deberes: el deber de absolver cuando no hay duda de la buena dis-
posición del penitente, y el deber de no absolver o diferir la absolu-
ción cuando existen dudas serias. Los dos son deberes de justicia 
fundados en la naturaleza del poder de las llaves conferido por Dios 
a sus ministros, esto es, en el poder de atar y desatar, de impartir 
la misericordia divina cuando el penitente no pone obstáculos a la 
misma, o, en caso contrario, de administrar la justicia que restaure 
19. Consto Lumen gentium, 18. Cfr. J. SANCHO, La exhortación apostólica 
«Reconciliatio et Paenitentia» del Papa 'Juan Pablo 1I, en «ius canonÍcum», 
XXV, n. 49, 1985, pp. 117-143. 
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el honor de Dios conculcado por el pecado. El deber de absolver es 
correlativo al derecho del penitente bien dispuesto a recibir del minis-
tro que representa a la Iglesia el don del perdón a ella confiado. 
Además de esos deberes, que nacen de la propia relación sacra-
mental, el legislador ha dejado también patente los deberes de jus-
ticia que se derivan de la relación entre los fieles y los encargados 
de administrar el sacramento de la penitencia. Estos son, en primer 
lugar, todos aquellos sacerdotes que por su oficio tienen encomen-
dada la cura de almas. Pero, cuando la necesidad lo requiera, la obli-
gación de justicia pesa sobre todo confesor -todo sacerdote con fa-
cultad para confesar-; y, en peligro de muerte, sobre cualquier sacer-
dote. De intento, el legislador no ha querido recoger la distinción del 
Código antiguo entre obligación de justicia que afectaba sólo a los 
primeros, y obligación de caridad que correspondía a los sacerdotes 
sin cura de almas. Ello significa que se ha ampliado el marco de 
los obligados en justicia, no haciendo depender esa obligación de una 
relación quasicontractual, sino fundándola en el derecho del fiel a 
recibir el sacramento de manos de quien ha sido constituido adminis-
trador del mismo. Esto no impide que la mayor responsabilidad re-
caiga sobre los que por oficio tienen encomendada la cura de almas. 
A ellos les corresponde no sólo el deber de confesar personalmente, 
sino que están obligados «a proveer que se oiga en confesión a los 
fieles que les están confiados y que lo pidan razonablemente; y a que 
se les dé la oportunidad de acercarse a la confesión individual, en 
días y horas determinados que les resulten asequibles» (c. 986 § 1). 
Las Normas pastorales de 1972, en que se inspira este precepto 
canónico, a fin de evitar una interpretación abusiva del concepto «ne-
cesidad grave» que legitimase las absoluciones colectivas, pusieron de 
relieve el deber que recae sobre obispos y sacerdotes «de procurar 
que no sea insuficiente el número de confesores por el hecho de que 
algunos sacerdotes descuiden este noble ministerio, dedicándose a 
asuntos temporales o a otros ministerios menos necesarios» (n. IV). 
y más adelante añaden: «para que los fieles puedan satisfacer fácil-
mente la obligación de la confesión individual, procúrese que haya 
en las iglesias confesores disponibles en días y horas determinados, 
teniendo en cuenta la comodidad de los fieles» (n. IX). Comentando 
estas normas, decía Pablo VI a los Obispos de Estados Unidos: «Los 
sacerdotes pueden verse obligados a posponer o incluso a dejar otras 
actividades por falta de tiempo, pero nunca el confesonario» 20. La 
conveniente organización pastoral del ministerio de la penitencia for-
20. Discurso del 20-IV-1978 en AAS 70, 1978, 328-332. 
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ma parte también del deber de justicia correlativo al derecho del 
fiel a recibir oportunamente el sacramento, según el modo en que de 
ordinario éste debe ser administrado. 
9. Protección jurídica de los derechos.~ formación para la justicia 
«La eficacia concreta de la idea de la norma como garantía no 
pasa de ser una esperanza que se abre paso tímidamente» 21 escribía 
Pedro Lombardía en 1977. Por lo que puede advertirse, no parece 
que después de diez años esa esperanza se haya convertido ya en rea-
lidad, pese al indudable progreso que suponen las normas en vigor 
en relación con el reconocimiento de los derechos de los fieles. Sigue 
siendo válida, de todos modos, la siguiente máxima del Derecho clá-
sico: «parum esset iura condere nisi, qui ea tueatur, exsistat» 22. 
Es cierto que en el derecho vigente hay previstas normas de tu-
tela y protección de los derechos, ya sea en la vía judicial o en la 
administrativa (cc. 221, 1400, 1732 Y ss.). Pero no le falta razón a 
Eduardo Molano cuando escribe que «a pesar de esa tutela jurídica, 
cabría prever la práctica ineficacia de la protección de la libertad y 
de los derechos subjetivos en el derecho canónico si el ejercicio de 
éstos hubiera de arrancarse a golpe de sentencia o de recurso admi-
nistrativo. ¿ Cuántos cristianos estarían dispuestos a acudir a la con-
fesión y comunión frecuentes, a la misa diaria, a la dirección espi-
ritual y a otros medios de formación si para ello hubieran de estar 
continuamente pleiteando en el fuero eclesiástico? Sería ridículo res-
ponder a esta pregunta, ante lo obvio de la respuesta ... ». 
Ante esta realidad, señala el mismo autor, «sólo cabe acudir a la 
doctrina de la promoción de los derechos y libertades para conseguir 
que sean reales y efectivas» 23. Ciertamente, es difícil que impere la 
justicia en las relaciones ministros sagrados-fieles, si no toman con-
ciencia los primeros de la dimensión de justicia que implica su «dia-
conía», y si los fieles no se sienten titulares de verdaderos derechos 
ante la Iglesia. Todo lo cual exige una amplia y seria formación para 
vivir la justicia en las relaciones intraeclesiales, al igual que se pro-
mueve la justicia entre los hombres. 
21. P. LoMBARDÍA, Norma y ordenamiento jurídico en el momento actual de 
la vida de la Iglesia, Conferencia de clausura del III Congr. Intern. de Der. 
Can., en «La norma en el Derecho Canónico», Actas del Congreso, vol. 11, p. 857. 
22. Extrav., 11, 1. 
23. E. MOLANo, El derecho de los laicos a seguir la propia forma de vida 
espiritual, en «Ius Canonicum», vol. XXVI, n. 52, 1986, p. 525. 
DERECHO ADMINISTRATIVO Y RELACIONES DE JUSTICIA 83 
Respecto a nuestro tema, conviene advertir que se cumple posi-
tivamente el deber de justicia, no sélo cuando se administra de hecho 
el sacramento pedido, sino cuando se organiza su administración de 
modo tal que todos los fieles puedan gozar de estos auxilios según su 
propia vocación. Por el contrario, se conculcaría el derecho de los 
fieles no sólo por la denegación expresa del mismo, sino también por 
una pastoral sacramental que hiciera imposible o muy difícil el ac-
ceso a los sacramentos, así como por otras prácticas pastorales que 
retrasaran indebidamente la recepción de los mismos o que trans-
formaran en obligatorios modos que en el derecho no están confi-
gurados como tales. Por ejemplo, el retraso arbitrario del bautismo 
de niños, o la elevación a impedimento canóIiico de la obligación de 
participar en cursillos prematrimoniales. Cabría decir lo mismo res-
pecto a la edad para recibir el sacramento de la Confirmación, cuando 
se traspasan los límites legales que imponen, o el derecho universal 
o el derecho particular de las Conferencias episcopales (c. 891). 
Si bien se observa, no es infrecuente la paradoja según la cual 
existen sacerdotes muy sensibilizados ante las injusticias que se veri-
fican en las relaciones extraeclesiales, mientras que esos mismos sacer-
dotes con cura de almas ni siquiera advierten sus posibles actitudes 
injustas cuando desatienden, por ejemplo, de forma sistemática el mi-
nisterio de la Penitencia, o la enseñanza catequética, o la predica-
ción, etc.; cuando no se percatan, en definitiva, que en la fase te-
rrena de la Iglesia, la caridad pastoral sin la justicia es una quimera. 
En todo caso, la preocupación por la justicia en el interior de la 
Iglesia ha de estar presente en una adecuada formación para el mi-
nisterio sacerdotal. La promoción de la dignidad del hombre o la de-
fensa de los derechos inalienables de la persona humana constituyen 
parte importante de las cuestiones sociales urgentes (c. 256 § 2) a 
que debe atender la formación pastoral del futuro sacerdote. Este ha 
de ser, en efecto, un hombre de Dios al servicio de sus hermanos, bien 
imbuido, por ello, de la caridad pastoral, y de la virtud de la jus-
ticia (c. 287 § 1). Pero esta sensibilidad por la justicia no deberá 
abarcar sólo las relaciones extraeclesiales o los comportamientos so-
ciales de los hombres, sino también las relaciones o comportamientos 
entre los fieles y entre pastores y fieles, de suerte que, a la vez que 
se sienta vivamente afectado por la conculcación de los derechos del 
hombre, advierta, con idéntica o mayor intensidad, la injusticia que 
comportan determinados comportamientos intraeclesiales, como la de-
negación injustificada de un sacramento, o la lesión de otros dere-
chos fundamentales. 
Hasta tanto no arraigue en la conciencia de los sacerdotes el amor 
a la justicia en su tarea de ser verdaderos dispensadores de los mis-
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terios divinos, de poco servirá cualquier otro instrurilento que el de-
recho arbitre para salvaguardar los derechos de los fieles y dar cabal 
cumplimiento al ejercicio de los mismos. En la sociedad humana, apar-
te de ser también fundamental la formación de una conciencia justa, 
siempre caben los remedios coercitivos a través de adecuados cauces 
judiciales o administrativos. En el interior de la Iglesia, la satisfac-
ción del derecho a recibir los sacramentos depende casi totalmente 
de la conciencia que el ministro tenga de no ser propietario sino sim-
ple administrador de los misterios divinos. Sólo en casos muy extre-
mos será posible hoy una protección jurídica de los derechos del 
fiel, al menos por lo que se refiere a los sacramentos. Y ello depen-
derá en gran medida de la conciencia que los propios fieles tengan 
de ser verdaderos titulares de derechos, y acreedores, por ello, de 
un bien que no reclaman ante la Iglesia como limosna sino como 
debido en justicia, aunque desde Dios sea un don gratuito, fruto ex-
clusivo de su misericordia. 
De todos modos, bueno será reconocer, como conclusión que el 
derecho administrativo y las técnicas que lo hacen posible en el 
ámbito canónico, pueden ser un instrumento válido, si no para una 
eficaz y deseable protección de esos derechos, sí al menos, y por el 
momento, para una adecuada promoción de la justicia en la comu-
nidad eclesial, mediante el recuerdo permanente de los riesgos de 
arbitrariedad posibles en el ejercicio del poder pastoral. No en 
balde la norma tiene también un fin pedagógico que cumplir. 
